MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

CUESTIONARIO EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN SELECCIONADAS EN LA TERCERA RONDA Y PARA EL SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN LAS RONDAS ANTERIORES

ACLARACIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA – 16 DE JUNIO DE 2009

En su respuesta al CUESTIONARIO EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN SELECCIONADAS EN LA TERCERA RONDA Y PARA EL SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN LAS RONDAS ANTERIORES (Abril de 2009), la República Argentina manifestó (páginas 18 y 19 del Cuestionario
):

II.- ÓRGANOS O INSTANCIAS ENCARGADAS DE PREVENIR Y/O INVESTIGAR Y DE APLICAR SANCIONES:

II.A.- INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA (LEY 22.315).

La Ley 19.550, había consagrado la diferencia entre las sociedades “cerradas”  y “abiertas”, y es a partir de esta división que organiza el sistema de fiscalización estatal.

Las sociedades son cerradas cuando no cotizan acciones al público, y son abiertas cuando sí lo hacen, a través de un mercado de valores.

El Estado Nacional ejercerá un control permanente sólo sobre las sociedades anónimas abiertas (art. 299, L.S.) – a través de la Comisión Nacional de Valores – consideradas por la autoridad de control  las más importantes ya sea por la actividad que desarrollan o por el capital de las mismas. 

Así, las sociedades antes referidas quedan sometidas a una fiscalización estatal permanente, que comienza con el nacimiento o constitución de la sociedad, pasando por su funcionamiento para concluir con la disolución y liquidación de las mismas.

La autoridad de control de la jurisdicción que corresponda al domicilio de estas personas jurídicas -en la Capital Federal es la Inspección General de Justicia- goza de amplias facultades para exigir que se presente ante ella toda la documentación  que estime necesaria a fin de ejercer correctamente la función fiscalizadora que le fuera delegada.

Consecuentemente, quedan obligadas a presentar ante la autoridad los estados contables anuales (en Modelo Tipo, de conformidad con el art. 71 de la resolución 6/80, I.G.J.); memoria; informes de síndicos; comunicar la realización de las asambleas (no menos de quince días hábiles antes de la fecha de realización, adjuntando copia del acto de directorio que resolvió la convocatoria- art. 48, resol.6/80-); presentar copia del acta de asamblea, del registro de asistencia, los comprobantes de la publicación de la convocatoria (art. 6 inc. b) de la Ley 22.315 y 49 de la resol. 6/80); comprobantes de las demás publicaciones exigidas –determinadas resoluciones asamblearias, nombramiento de administradores y síndicos, su remoción y reemplazo-;  facilitar la actuación de los funcionarios que la autoridad envíe a la sociedad para su inspección (art. 59, resol. 6/80).

La ley otorga al órgano de fiscalización legitimación activa para hacer cumplir sus decisiones, a cuyo efecto puede requerir al juez civil o comercial competente el auxilio de la fuerza pública, allanamientos secuestro de libros y documentación (art. 6 inc. e) L.22.315); también tiene facultades para sancionar a los administradores, síndicos y a la sociedad cuando no cumplan con la obligación de proveer información, suministren datos falsos o de cualquier manera infrinjan las obligaciones impuestas por la ley, el estatuto o los reglamentos (art. 302 de la L.19.550 y art. 12, L. 22.315).-

Los actos de fusión (art. 82 de la Ley 19.550) y de escisión de sociedades (art. 88 del mismo cuerpo legal), también se encuentran sujetos a un estricto control que se manifiesta a través de la exhaustiva documentación que debe ser presentada ante la autoridad según lo establecen los artículos 66 y 67 de la Resolución 6/80.

Así, en el supuesto de fusión, debe presentarse en el expediente de la nueva sociedad –fusión propia- o en el de la incorporante –fusión por absorción- la escritura que instrumente el acto otorgada por los representantes legales y copia debidamente legalizada de la misma, de conformidad a los requisitos que establece el art. 66 de la mencionada resolución en su inc. A). Los mismos requisitos exige  el art. 67 respecto a la escisión.

A su vez, en el capítulo X de la mencionada resolución, el art. 69 regula la participación societaria y el deber de información, disponiendo que: las sociedades por acciones con sede en jurisdicción nacional, ya sea constituidas en el país o en el extranjero, que se encuentren comprendidas en las situaciones previstas por los artículos 31, 32-segundo párrafo- y 33 de la Ley 19.550, modificada, deberán informar bajo declaración jurada a la Inspección General de Justicia: a) Denominación, domicilio y actividad principal  de las sociedades incursas en tales situaciones; b) Tipo de participación, valores nominales y costos globales de cada participación.

Cabe agregar que la fuente de estos conceptos ha sido el informe del Dr. Gabriel Bouzat publicado en el libro: “Adaptando la Legislación Penal de Argentina a la Convención Interamericana contra la Corrupción”
, y sus párrafos destacados por nosotros en color rojo se encuentran en la páginas 146 y 147 del citado texto.
Por su parte, las organizaciones de la sociedad civil, a través del Quinto Informe de la “Comisión de Seguimiento del Cumplimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción”, presentado el 31/03/09 en el marco del análisis de la República Argentina en la 3ra Ronda del MESICIC, expresaron (páginas 10 y 11 del informe):
b) Resolución Nº 7/2005 de la Inspección General de Justicia de la Nación (IGJ). Libro IV – Título II – arts. 280 y 281.

“Mediante esta Resolución se fijan las pautas básicas que deben contemplar los sistemas de registración contable. Estos sistemas deben asegurar un elevado grado de inalterabilidad de las registraciones, controles internos operativos y programados, su correlación con la documentación de respaldo de las operaciones y un archivo metódico que permita la interrelación entre documentación y registros.

También dispone esta norma, dentro del marco que fija el Código de Comercio, que deben transcribirse en el Libro de Inventarios y Balances los distintos documentos que conforman los estados contables y su documentación accesoria.

Si bien los dos artículos mencionados son los que específicamente se refieren a los sistemas de registración contable, cabe destacar que la Resolución IGJ 7/2005 es un cuerpo de 464 artículos, que compone las denominadas “Normas de la Inspección General de Justicia”, en el cual están plasmadas todas las materias atinentes a la regulación de las sociedades por acciones, asociaciones civiles y fundaciones. 

Esta norma reemplaza una similar, la Resolución IGJ 6/80, que habiendo cumplido veinticinco años desde su dictado había quedado desactualizada, por lo que la presente cubre con creces la necesidad de contar con disposiciones que contemplen las nuevas situaciones que han aparecido en las complejas actividades de los entes sociales
.

Mediante un adecuado ordenamiento se han clarificado y ajustado recaudos instrumentales y de contenido de documentos que hacen al funcionamiento de las sociedades mercantiles locales y extranjeras que se radiquen en el país.

La normativa, además de ser sumamente detallista y precisa, resulta suficiente para regular la actividad de las sociedades, asociaciones y fundaciones, brindando a la Inspección General de Justicia un instrumento eficaz que le permite detectar las irregularidades que pudieran cometerse.

La información que se presenta ante ese Organismo para cualquier modificación estatutaria, requiere de un dictamen “precalificatorio” emitido por Escribano, Abogado o Contador, de acuerdo con la presentación de que se trate, lo que busca brindar a la Inspección la opinión previa de un profesional independiente. Esto se ha logrado en el marco de un Convenio de Cooperación Técnica y Financiera suscripto por la Secretaría de Justicia de la Nación  con el Colegio de Escribanos de la Capital Federal, el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal y el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal, por el cual se brinda asistencia a la Inspección General de Justicia con el objeto de acortar los tiempos de tramitación y lograr una superior calidad en la información presentada”.

De la lectura de ambos textos, surge que, en su respuesta, la República Argentina omitió mencionar la derogación de la Resolución 6/80 de la Inspección General de Justicia – IGJ – , y su reemplazo por una norma mucho más amplia y completa, la Resolución Nº 7/05 de la misma IGJ.

Luego de un fructífero intercambio de ideas entre funcionarios de la Oficina Anticorrupción (OA) y miembros de la citada Comisión integrada por Organizaciones de la Sociedad Civil – en el marco de las reuniones periódicas de dicha Comisión – se ha decidido enviar a consideración de la Secretaría Técnica del MESICIC y de los distinguidos Expertos integrantes del Subgrupo de análisis, este texto aclaratorio, con el convencimiento de que estas consideraciones ayudarán a realizar un análisis más ajustado y de mayor calidad y actualidad al Comité, y evitarán al Plenario de los Expertos realizar consideraciones sobre una norma derogada.

Por otro lado, el análisis de esta nueva norma del año 2005 resulta de vital importancia para justipreciar los avances de la República Argentina en la materia regulada por el artículo III párrafo 10 de la Convención por cuanto, como expresan las Organizaciones de la Sociedad Civil en su informe, la nueva norma:

“(…) cubre con creces la necesidad de contar con disposiciones que contemplen las nuevas situaciones que han aparecido en las complejas actividades de los entes sociales. Mediante un adecuado ordenamiento se han clarificado y ajustado recaudos instrumentales y de contenido de documentos que hacen al funcionamiento de las sociedades mercantiles locales y extranjeras que se radiquen en el país. La normativa, además de ser sumamente detallista y precisa, resulta suficiente para regular la actividad de las sociedades, asociaciones y fundaciones, brindando a la Inspección General de Justicia un instrumento eficaz que le permite detectar las irregularidades que pudieran cometerse”.

Cabe por otro lado destacar una vez más – como siempre lo ha hecho la República Argentina – el enorme beneficio que, para nuestros Estados, significa el trabajo conjunto y la activa cooperación entre los poderes del Estado y las Organizaciones de la Sociedad Civil. Es precisamente esta tarea de mutua colaboración es el que hoy nos ha permitido detectar una inconsistencia en la respuesta al cuestionario y, eventualmente, poder subsanar la omisión.

Va de suyo que este espíritu de asistencia mutua no obsta en modo alguno a la necesaria autonomía e independencia que, por definición, las Organizaciones de la Sociedad Civil deben poseer respecto de los Poderes del Estado y que, desde ya, la “Comisión de Seguimiento del Cumplimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción” ha venido demostrando cabalmente desde su creación, a comienzos de esta década.

Acto seguido, y habiendo planteado la cuestión central, procederemos a realizar algunas consideraciones que permitan explicar mejor el tema bajo análisis, con la esperanza de estar colaborando con la ardua tarea que los colegas de la Secretaría Técnica del MESICIC y los distinguidos Expertos integrantes del subgrupo de análisis de la República Argentina tienen a su cargo. 

LA RESOLUCIÓN IGJ Nº 7/05:
La Resolución General IGJ N° 7/05 procura la estructuración, en un texto único, de la totalidad de la profusa normativa vigente (entre las cuales se encuentra la derogada Resolución N° 6/80 y más de cincuenta normas) hasta el momento de su sanción, con relación a una amplia diversidad de materias relativas a los entes sujetos al contralor de la Inspección General de Justicia.

Por su parte, la Resolución General N°6/80 en su Artículo 4 había establecido idéntica intención de unificar la normativa al disponer “que las futuras resoluciones generales a ser dictadas con posterioridad a aquélla, habrían de prever su inmediata incorporación a las normas del organismo aprobadas por aquélla, mediante el agregado o reforma de los incisos necesarios, o mediante la creación de nuevos artículos (bis, ter, etc.), de modo de mantener ordenada la sucesiva normativa reglamentaria en un texto único y dentro de la estructura con que éste fue concebido.”, 

Habiendo transcurrido “cerca de un cuarto de siglo” hasta el año 2005, dicho precepto no se había cumplido y se presentaba la imposibilidad ocasionada en dificultades metodológicas de inserción de las regulaciones en el articulado de la Resolución Nº 6/80, atento lo cual se dispone la unificación antes mencionada en una nueva norma. 
Cabe destacar, conforme los mencionados considerandos “…Que las normas que se dictan consolidan con variaciones no sustancialmente significativas la normativa a que se ha hecho mención, por lo que cabe reconocer que se mantiene básicamente inspirada en los motivos o fundamentos de aquella, a los cuales corresponde en consecuencia remitirse.”
Atento lo antedicho, se puede afirmar que la Resolución 6/80, que consta de 144 artículos, fue un inicio frustrado de regulación unificada, y que la Resolución N° 7/05 es un  verdadero compendio normativo de 464 artículos que ha generado un avance significativo en el ordenamiento jurídico, habiendo receptado  las soluciones  plasmadas por:

1. Las distintas normas (dictadas en su mayoría, por la Inspección General de Justicia, la Federación Argentina de Consejos Profesionales, la Comisión de Valores, etc.).
2. Los criterios jurisprudenciales administrativos y judiciales. 

3. La práctica administrativa.
Seguidamente se enuncian algunos aspectos relevantes de la Resolución Nº7/05, vigente a la fecha mencionándose, cuando correspondiera, algunas diferencias con la Resolución 6/80:
A.-OBLIGACIÓN DE PRESENTACIÓN DE ESTADOS CONTABLES ANUALES 

Cabe señalar que el Artículo 71 de la Resolución Nº 6/80 estableció que las sociedades comerciales presentarán a la I.G.J. sus estados contables ajustados al modelo tipo del Balance General, Estado de Resultados, Cuadros e Instrucciones que se aprueba como Anexo 4 ( dicho anexo no ha sido publicado en el B.O.)
Al respecto la Resolución N°7/05 instituye, en el Libro IV, un Régimen Contable de las Sociedades que consta de normas específicas relativas a los siguientes temas:

I.- Documentación y Contabilidad (Título I) 

I.1.-Establece, en su Artículo 264, que las sociedades por acciones y las de responsabilidad limitada (Art.299, inc 2 de la Ley 19.550) presentarán sus estados contables a la Inspección General de Justicia conforme las resoluciones técnicas de la Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas, en las condiciones de su adopción por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con las salvedades especificadas en cinco puntos del mencionado artículo.

I.2.-Hace referencia a la necesidad de presentar bajo la forma de anexos –Art.265- la información  referida a la composición o evolución de determinados rubros (bienes de uso, activos intangibles, inversiones en acciones etc.)

I.3.-Autoriza a las sociedades bajo sometidas al control concurrente de otros organismos (BCRA etc.) a presentar sus estados contables de ejercicio ajustados a las normas establecidas en dichos organismos (Art.266).

I.4.-Determina especificaciones técnicas para la presentación de estados contables básicos y consolidados de las sociedades por acciones (Art.269)

I.5.-Dispone la obligatoriedad de presentar documentación adicional a las sociedades incluidas en el Artículo 299 de la Ley 19.550, en caso de que dichas sociedades sean controlantes de otra por poseer la participación que otorgue los votos necesarios para formar la voluntad social (Art.270).

I.6.- Instituye normas referidas a otros temas, v. gr.: opinión en informes de auditoría, tratamiento de resultados negativos y positivos, incumplimientos, capitalización de créditos, revalúos técnicos etc.

II.- Registración Contable (Título II) establece, entre otros temas:

II.1.-Requisitos de los sistemas de registros contables (Art.280).

II.2.-Transcripciones de libro de inventario y balances (Art.281).

II.3.-Autorización de empleo de registros por ordenadores, medios mecánicos, magnéticos u otros (Arts.282,283 y 284) y de listados de hojas móviles (Art.285).

B) DOCUMENTACIÓN EXIGIDA POR LA IGJ CON ANTERIORIDAD Y POSTERIORIDAD A LA REALIZACIÓN DE ASAMBLEAS DE LAS SOCIEDADES POR ACCIONES SUJETAS A FISCALIZACIÓN PERMANENTE.

Se observa que la Resolución IGJ N° 7/2005 exige mayores requisitos que los solicitados por los Artículos 48 y 49 de la Resolución N° 6/80

En relación a los incisos del  Artículo 145 (requisitos previos a la asamblea) se pueden señalar las siguientes exigencias adicionales:

1.- Formulario de actuación (N°2) en cuyo reverso debe constar la nómina de autoridades sociales vigentes con los datos personales allí requeridos

2.- Firma del representante legal en copia de acta de la reunión de directorio. Presunción de conformidad de los directores.

3.- Mayores formalidades en la presentación de estados contables

4.- Solicitud de un ejemplar del informe del auditor conteniendo opinión

5.- Es similar

6.-En la memoria se deberá incluir  juicio ponderado sobre la situación de capitalización real de la sociedad en orden a determinar la posibilidad de ejecución de  las futuras operaciones previstas.

 -Respecto a los requisitos de la presentación posterior a la asamblea el Artículo 146 resultan similares a los exigidos por la Resol.N° 6/80 en términos generales.

 Sin embargo cabría mencionar que  se constata una mayor exigencia en:

1.- exigencia de formulario de actuación

2.- requisito de firma de representante en las copias del acta de asamblea y la planilla de registro de asistencia

3.-nuevo ejemplar del informe del auditor
C) PEDIDO DE INSPECTOR (art.59, resol. 6/80).
Las  disposiciones son similares, sin embargo la Resolución N° 7/05 introduce la posibilidad de considerar una excepción al plazo de cinco días, basado en hechos ocurridos con posterioridad o en la facultad de la IGJ de autorizarlo (Art.150).

D) DOCUMENTACIÓN QUE DEBE SER PRESENTADA ANTE LA AUTORIDAD EN CASOS DE FUSIÓN Y ESCISIÓN.

FUSIÓN
En relación a la inscripción de la fusión de sociedades y de los actos que son su consecuencia, la Resolución N°7/05 también exige mayores requisitos que la Resolución N° 6/80, entre los que se podrían mencionar los siguientes, enunciados en su Artículo 165:
La escritura del acuerdo de fusión  se solicita en tantos juegos de ejemplares como sociedades, domiciliadas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, intervengan en la fusión. Si se constituye nueva sociedad con igual domicilio, debe acompañarse un juego adicional para la misma (inciso 1).
En   relación al contenido del documento adiciona elementos en determinados ítems:
· a la transcripción de las actas (v.gr. contenido de las resoluciones sociales aprobatorias de dicho compromiso, de los balances especiales de cada sociedad participante, de la disolución sin liquidación de las sociedades fusionantes o absorbidas etc.) (inciso 1.b.)
· al texto del contrato o estatutos, en caso de constitución de nueva sociedad (v.gr. : se debe consignar la cantidad de acciones, cuotas o participaciones sociales que le corresponda a los accionistas o socios, el valor nominal de las mismas y las demás características de las acciones. Respecto de los administradores deberá también constar, cuando corresponda por el tipo adoptado, el cumplimiento de la constitución de la garantía requerida en el art. 75, con mención de la fecha, monto y modalidad e individualización del documento del cual ello surja y del garante en su caso, salvo que, con esos mismos alcances, ello resulte del dictamen de precalificación). (inciso 1.c.)
· asimismo, el detalle de los bienes registrables que se transferirán a la sociedad incorporante (fusión por incorporación) o fusionaria (fusión propiamente dicha) a la fecha de la inscripción del acuerdo definitivo de fusión en el Registro Público de Comercio, en el caso de que dicho acuerdo haya sido formalizado en escritura pública, en la cual deberá constar también que las sociedades fusionantes o la incorporada, según el caso, no se hallan inhibidas para disponer o gravar sus bienes conforme a los certificados expedidos por los registros correspondientes, que se agregarán al protocolo. (inciso 1.f.)
Respecto a la certificación contable (inciso 4) que debe contener agrega también:

· En caso de existir saldos deudores de socios con incidencia sobre las cuentas de integración, informe sobre la registración de su cancelación, salvo reducción del capital en los importes correspondientes; (inciso 4.b.)
· Inventario de bienes registrables; (inciso 4.c.)
· Informe sobre la incidencia de los efectos de recesos y oposiciones en el balance consolidado de fusión; (inciso 4.d.)
· En caso de que por la fusión se transfieran a la sociedad incorporante o fusionaria participaciones de la sociedad o sociedades incorporadas o fusionantes en otras sociedades, la certificación debe acreditar la observancia por parte de todas las sociedades, de los límites del art. 31, párr. 1, de la ley 19550, computados a la fecha de las asambleas o reuniones de socios que aprobaron la fusión, salvo respecto de las sociedades exceptuadas conforme a la citada norma legal. (inciso 4.e.)
Añade la solicitud de constancia original de las siguientes publicaciones (inciso 7):

· La prescripta por el art. 83 inc. 3, de la ley 19550; (inciso 7.a.)
· La de la convocatoria a asamblea, salvo que ésta haya sido unánime, respecto de aquella o aquellas sociedades intervinientes que sean sociedades por acciones (art. 237, ley citada); respecto de las que no lo fueren, el dictamen de precalificación debe expedirse sobre la regularidad del cumplimiento de las formalidades de citación a los socios, salvo haga constar la presencia de todos ellos; (inciso 7.b.)
· En los casos de fusión propiamente dicha, el aviso previsto por el art. 10, inc. a), de la ley 19550, si la nueva sociedad que se constituye es una sociedad por acciones o de responsabilidad limitada; (inciso 7.c.)
· En los casos de fusión por incorporación, el aviso previsto por el art. 10, inc. b), de la ley 19550, si la sociedad incorporante fuere sociedad por acciones o de responsabilidad limitada y reforma su contrato o estatuto. (inciso 7.d.)
Y continúa el artículo 165 de la Resolución 7/05:

Falta de legajo. Si en la Inspección General de Justicia no existiere legajo de alguna de las sociedades participantes en el acuerdo definitivo de fusión, se acompañará copia certificada notarialmente de su acto constitutivo y modificaciones, con constancia de su inscripción en el Registro Público de Comercio correspondiente.
Formularios de actuación; dictámenes de precalificación. Se deben presentar formularios de actuación (1) y dictámenes de precalificación con respecto a cada sociedad participante de la fusión y a la que en su caso se constituya. Tasa retributiva; tasa de constitución. El pago de la tasa retributiva de servicios debe acreditarse con respecto a cada una de las sociedades intervinientes que sean sociedades de personas o de responsabilidad limitada; en la fusión propiamente dicha, según el tipo de sociedad que se constituya, se acompañará también constancia de pago de la tasa de constitución o retributiva.

Por otra parte, se establecen las normas relativas a las pautas temporales que deberán observar las inscripciones registrales relativas a la fusión propiamente dicha, a la fusión por incorporación y a la alteración (Art.166), a la improcedencia de la fusión en caso de patrimonio negativo de la sociedad incorporante ( Art.167),

ESCISIÓN

El Art.170 de la Resolución N° 7/80 establece los requisitos para la inscripción de la escisión de sociedades y actos que son su consecuencia, entre los cuales se aprecian varios que no han sido contemplados en la Resolución N°6/80 o lo han sido en forma parcial, en tal sentido cabe mencionar –entre otros-  los siguientes:

En relación al contenido de la escritura de la escisión:

· a la transcripción de las actas ( v.gr.del contrato o estatutos de la sociedad o sociedades escisionarias, de la disolución sin liquidación o reforma del estatuto o contrato de la sociedad escindente y reducción del capital en su caso, del balance especial de escisión y de la atribución, con mención de su valor nominal y demás características en su caso, de las acciones, cuotas o participaciones sociales de la sociedad o sociedades escisionarias a los accionistas o socios de la escindente que pasen a serlo de aquella o aquellas; mediando decisión en asamblea o reunión unánime la atribución de las participaciones podrá no comprender a todos los socios de determinada o determinadas escisionarias y/o no ser proporcional.) (art. 170 inc. 1.a.)
· Respecto de los administradores deberá también constar, cuando corresponda por el tipo adoptado, el cumplimiento de la constitución de la garantía requerida en el art. 75, con mención de la fecha, monto y modalidad e individualización del documento del cual ello surja y del garante en su caso, salvo que, con esos mismos alcances, ello resulte del dictamen de precalificación; (art. 170 inc. 1.b.)
· En relación al contenido de la certificación contable, al inventario de los rubros del balance de escisión y a las constancias de publicaciones adiciona una profusa reglamentación. (art. 170 inc. 4)
� El destacado en color rojo es nuestro


� “Adaptando la Legislación Penal de Argentina a la Convención Interamericana Contra la Corrupción”. Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, Departamento de Cooperación y Difusión Jurídica de la OEA, 2001 (JL969.5.C6 A3 2001 -Arg- /// OEA/Ser.D/XIX.3 Add.6). Esta publicación contiene los informes del taller de trabajo realizado en Buenos Aires, los días 10 y 11 de octubre de 2000, en el marco del “Proyecto de Apoyo a la Ratificación e Implementación de la CICC” (surgido del acuerdo de cooperación suscripto por la OEA y el BID el 26/03/’99). El taller de trabajo fue organizado por la OEA, el BID y la Oficina Anticorrupción de la República Argentina. Los informes completos de este taller pueden consultarse en el sitio Web de la Oficina Anticorrupción: � HYPERLINK "http://www.anticorrupcion.gov.ar" ��www.anticorrupcion.gov.ar�, ingresando en “actuación internacional” / “OEA”.


� El subrayado y el destacado en color rojo son nuestros.





